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Recientemente, el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos clarificó tales 
obligaciones cuando tuvo que determinar 
en qué casos la muerte debida a un 
desastre natural o provocado por el 
hombre suponía la vulneración de los 
derechos humanos por parte de un 
Estado y le obligaba a indemnizar a 
los supervivientes. La jurisprudencia 
del Tribunal nos permite concluir que 
no adoptar medidas factibles para 
prevenir o mitigar las consecuencias 
de catástrofes previsibles equivale a 
vulnerar el derecho a la vida, de lo 
cual se desprende la responsabilidad 
del Estado en virtud de la legislación 
internacional. A este respecto, dos de las 
sentencias del Tribunal (causas Öneryildiz 
y Budayeva) cobran especial relevancia.
La causa Öneryildiz1 trata sobre las 
consecuencias de una explosión de metano 
en un vertedero público utilizado por 
varios distritos de la ciudad y situado 
en una colina con vistas al valle en 
Ümraniye (Estambul). Las chabolas 
cercanas al vertedero fueron engullidas 
por los deshechos y murieron 39 personas. 
Aproximadamente dos años antes, los 
expertos advirtieron a las autoridades 
del riesgo de que se produjera semejante 
explosión, pero no se tomaron medidas, ni 
para quemar los gases acumulados en el 
vertedero, ni para evacuar a los vecinos.
La causa Budayeva2 estudia la avalancha 
de barro que, en julio de 2000, arrasó 
Tyrnauz, una ciudad situada en una 
zona montañosa del Cáucaso central. 
Murieron muchas personas y numerosos 
edificios fueron destruidos. El alud fue 
provocado por el río Gerhozhansu, que 
recorre la ciudad, y fue el último de una 
larga lista de episodios parecidos. La 
ciudad se había protegido con diques 
de contención para este tipo de aludes, 
pero se encontraban seriamente dañados 
debido a las avalanchas especialmente 
graves que se produjeron en 1999 y 
nunca fueron reparados, a pesar de las 
advertencias del instituto meteorológico 
nacional. Dos semanas antes del suceso, 
la agencia informó al Ministerio local 
de Ayuda contra Catástrofes sobre el 
riesgo inminente de un nuevo desastre 
y solicitó que se establecieran puntos 
de observación en los tramos superiores 
del río y que se emitieran avisos de 
peligro en caso necesario. No se tomó 
ninguna de las medidas propuestas.
El día antes de la gran catástrofe, un río 
de lodo y deshechos llegó a la ciudad e 
inundó algunos barrios residenciales, 
pero no hubo víctimas mortales. Las 
autoridades locales ordenaron la 
evacuación de las partes afectadas de 
la ciudad, aunque no evitaron que 
los evacuados regresaran a sus casas 
al día siguiente, cuando el nivel del 
lodo ya había descendido. Fue en 
aquel momento cuando la principal 
avalancha de barro llegó a la ciudad y 
murieron, al menos, ocho personas.
En la actualidad, los derechos humanos obligan a los Estados a 
adoptar medidas para mitigar el riesgo de catástrofes naturales 
o provocadas por el hombre – incluidas las debidas al cambio 
climático- y evitar así los desplazamientos.
Reducir el riesgo de catástrofes:  
¿por qué importan los derechos humanos?
Walter Kälin y Claudine Haenni Dale
Un 
desprendimiento 
de tierra 
destrozó 30 
casas y causó 
24 muertos 
y muchos 
desaparecidos. 
Filipinas, 
septiembre 
de 2008
IR
IN
/B
re
nn
on
 J
on
es
RMF31 39RMF31 CAMBIO CLIMáTICO y DESPLAzAMIENTO
La negligencia humana mata 
En ambos casos, los familiares de las 
víctimas solicitaron indemnizaciones a 
las autoridades nacionales. Sus demandas 
fueron desestimadas por los tribunales, 
que argumentaron que las causas de 
las muertes eran naturales y no podían 
haberse previsto ni evitado y que, por 
tanto, el Estado no era responsable. Los 
familiares apelaron al Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, que falló que ambos 
países habían incumplido su obligación 
de proteger la vida, al no haber adoptado 
medidas preventivas, y les condenó a 
desembolsar indemnizaciones sustanciales.
El Tribunal basó sus conclusiones en 
el reconocimiento de la obligación de 
proteger la vida contra las consecuencias 
de los desastres naturales y reafirmó que 
el derecho a ésta “no sólo concierne a las 
víctimas del uso de la fuerza por parte de 
agentes estatales, sino que también […] 
supone la obligación positiva para los 
Estados de adoptar las medidas adecuadas 
para salvaguardar la vida de las personas 
en su jurisdicción” y subrayaba que“ […] 
esta obligación positiva implica, sobre 
todo, el deber primero por parte del 
Estado de establecer un marco legislativo 
y administrativo diseñado para ofrecer 
una protección eficaz contra las amenazas 
al derecho a la vida”.3 Mientras que en la 
causa Öneryildiz el Tribunal reconoció 
dicho deber en el contexto de los riesgos 
creados por las actividades industriales 
y “de carácter peligroso”, en la causa 
Budayeva amplió su perspectiva para 
englobar las catástrofes naturales. 
En su obligación de proteger, los Estados 
tienen bastante flexibilidad con respecto 
a las decisiones operativas que deben 
adoptar en cuestión de prioridades y 
recursos. No obstante, el Tribunal dejó 
claro que un Estado es responsable de las 
víctimas si éstas se produjeron porque las 
autoridades no cumplieron su obligación 
de adoptar medidas preventivas, una 
vez identificado con claridad un riesgo 
natural, y además disponían de medios 
eficaces para mitigar los riesgos.  
En la causa Öneryildiz, Turquía incumplió 
esta obligación porque las autoridades 
municipales, aun a sabiendas del 
peligro, no habían tomado las medidas 
de seguridad necesarias y permitieron 
que se construyeran viviendas en la 
zona de riesgo. En la causa Budayeva, se 
estableció un vínculo causal entre ciertos 
errores administrativos graves, que 
impidieron la adopción de las medidas 
necesarias, y las víctimas mortales. 
Conclusión
Hay otros pactos y convenciones 
que incluyen también la obligación 
de proteger la vida y, seguramente, 
la perspectiva del Tribunal Europeo 
de los Derechos Humanos seguirá 
adoptándose en otras jurisdicciones, 
en casos similares. En resumen, el 
derecho de toda persona a la vida y la 
correspondiente obligación del Estado 
de protegerla exigen que, con respecto 
a los desastres naturales, incluidos los 
provocados por el cambio climático, 
las autoridades correspondientes:
aprueben y apliquen leyes que aborden  ■
todos los aspectos esenciales en la 
prevención del riesgo de catástrofes 
y establezcan los mecanismos y 
procedimientos necesarios
adopten las medidas administrativas  ■
necesarias y supervisen las situaciones 
potencialmente peligrosas
informen a la población de los  ■
posibles riesgos y peligros 
evacuen a las poblaciones que  ■
puedan verse afectadas 
lleven a cabo investigaciones penales y  ■
enjuicien a quienes hayan incumplido 
su deber, en caso de que se produzcan 
víctimas mortales por una catástrofe
indemnicen a los familiares de las  ■
víctimas que se hayan producido por el 
incumplimiento de estas obligaciones
Estos preceptos en el ámbito de los 
derechos humanos son de especial 
trascendencia práctica, ya que ofrecen a 
las víctimas reales y potenciales de los 
desastres naturales la posibilidad de exigir 
a las autoridades que adopten las medidas 
necesarias para evitar que se pierdan 
más vidas. Y respecto a las agencias 
humanitarias, subrayan la importancia 
de gestionar las catástrofes desde una 
perspectiva basada en los derechos. 
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¿Persecución por motivos climáticos?
La Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados ha sido criticada duramente por no 
dar respuesta a algunos de los problemas actuales, como la violencia generalizada, los desastres 
naturales y las migraciones masivas. Lo más destacado es que el término “persecución” no 
está definido en ella y que existe, verdaderamente, bastante margen para el desarrollo de 
este concepto. Por lo general, se considera que las vulneraciones graves y sistemáticas de los 
derechos humanos equivalen a persecución. ¿Se podría hablar en último término de persecución 
por motivos climáticos? ¿Quién o quiénes serían en ese caso los agresores? ¿El estado que, 
directamente, no protege a sus ciudadanos de las consecuencias del cambio climático? ¿O 
también los principales responsables de este fenómeno? Esta forma de pensar puede motivar el 
desarrollo novedoso de las normas internacionales. Ya hemos sido testigos de litigios contra los 
mayores contaminantes (el más destacado fue el de los inuit contra los Estados Unidos2) basados 
en los derechos humanos y en el concepto de responsabilidad conjunta. 
Además, la definición de la Convención abarca casos en los que el Estado no ofrece protección y 
en los que alguien es perseguido pero el Estado no lo protege en absoluto. Si se discrimina a un 
grupo étnico, religioso, nacional, social o político determinado y se le relega a una zona proclive 
a la degradación medioambiental o a las catástrofes repentinas, y además el gobierno no lo 
protege mediante programas de adaptación, por ejemplo, se podría argumentar que algunas de 
estas personas acabarían convirtiéndose en refugiadas debido a la persecución por alguno de 
los motivos reconocidos. Quizá también existan casos de persecuciones medioambientales más 
directas en los que los agresores destruyan el entorno para socavar los medios de vida de la 
población. 
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1. Véase www.earthjustice.org y el artículo de Robin Bronen en las pp.  Para obtener información general sobre la 
legislación y la jurisprudencia relativas al cambio climático, véase www.climatelaw.org  
